LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVAS PRESENTADAS POR LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA  LVI  LEGISLATURA Y POR EL DIP. CLAUDIO PALACIOS RIVERA

CON FECHAS: NOVIEMBRE 26 DEL 2001 Y MARZO 27 DEL 2001 



    RESPECTIVAMENTE.

DECRETO:       19986

CONSTITUCION  POLITICA  

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A la Comisión de Estudios Legislativos Puntos Constitucionales y Reglamentos, que son a cargo de los suscritos, les fue turnada en fecha 13 de Diciembre del 2001 por acuerdo de la Asamblea, la iniciativa de Decreto mediante la cual se reforma el artículo 35 fracciones IV y XXV y 89 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presentada por los CC. Diputados Lázaro Arias Martínez, José Antonio Cabello Gil, José Manuel Carrillo Rubio, Juan Víctor Contreras Magallón, Ricardo Pedro Chávez Pérez, Ernesto Díaz Márquez, Javier Alejandro Galván Guerrero, José de Jesús García García, Jesús Gaytán González, Ramón González González, Martín González Jiménez, Gustavo González Villaseñor, Francisco Javier Guizar macias, Juan Manuel Gutiérrez Santos, Fernando Antonio Guzmán Pérez Pelaez, Juan Enrique Ibarra Pedroza, Agapito Isaac López, José Luis Leal Sanabria, José Guadalupe González Rubio, José Guadalupe Madera Godoy, Ena Luisa Martínez Velasco, Miguel Enrique Medina Hernández, María del Carmen Mendoza Flores, Miguel Ángel Monraz Ibarra, Gonzalo Moreno Arévalo, José Trinidad Muñoz Pérez, Octavio Francisco Navarro Prieto, Felipe de Jesús Pulido García, José Manuel Ramírez Jiménez, Hugo Rodríguez Díaz, José Guadalupe Tarcisio Rodríguez Martínez, Ricardo Rodríguez Oropeza, Fernando Ruiz Castellanos, Juan José Sánchez Antillón, Salvador Sánchez Guerrero, Rafael Sánchez Pérez, Leobardo Treviño Marroquín y Sofía Valencia Abundis; a efecto de que esta Comisión previo estudio de la misma emita el dictamen correspondiente por lo que:
CONSIDERANDO:


I.-  El artículo 28 fracción I, de la Constitución Política Local establece, como facultades de los diputados, la de presentar Iniciativa de ley o decreto; asimismo, la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado establece, en sus artículos 85, 86 y 90, la facultad de los diputados de presentar Iniciativas de Ley o de Decreto.

II.- Que las iniciativas que se presenten al Pleno del Congreso, deberán ser turnadas a la Comisión Legislativa correspondiente, a efecto de que emitan dictamen por escrito, en los términos del artículo 93 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.


III.- Que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 32, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, corresponde a la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, conocer de los asuntos relacionados con las reformas a la Constitución Política del Estado de Jalisco. 

IV.- Que en relación con la propuesta los autores de la iniciativa, mencionaron entre otros, los siguientes motivos para sustentarla:

II. Mediante Decreto 18802, se llevó a cabo la reforma y adición de las fracciones IV y XXV del artículo 35 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, mediante la cual se crea un nuevo órgano de fiscalización denominado “Auditoria Superior del Estado” y se regula el proceso de revisión de las  cuentas públicas. Dichas reformas tienen por objeto establecer las bases mínimas indispensables para regular la revisión de las cuentas públicas del Estado; la determinación de la indemnizaciones y el fincamiento de responsabilidades por daños y perjuicios causados al Estado y municipios de Jalisco, así como al patrimonio de los entes públicos paraestatales y paramunicipales; y el establecimiento de las bases para el funcionamiento de la Contaduría Mayor de Hacienda. 

III. La reforma del artículo 35 de la Constitución Política Local en la que se otorga a la Auditoria Superior del Estado de Jalisco, plena autonomía de gestión en el ejercicio de sus atribuciones como lo son la revisión y fiscalización de las cuentas públicas y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, resulta contradictoria en observancia de lo dispuesto por el artículo 115 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que dicho artículo señala que sólo será facultad de las legislaturas de los Estados, la revisión de las cuentas públicas.

IV. En adición a lo anterior, la reforma ya mencionada resulta contradictoria en observancia con el artículo 89 del mismo ordenamiento, al establecer dicho precepto que el Congreso del Estado, revisará y fiscalizará las cuentas públicas de los municipios.
En virtud de lo anterior y atendiendo al principio de que entre los dispositivos constitucionales no existe distinción de rango o importancia, sino que todos guardan una misma posición en el nivel supremo que ocupa la Constitución en el sistema jurídico, es de suma relevancia el entender que la interpretación constitucional siempre debe ser armónica y sistemática, es decir, que a todos los dispositivos debe encontrárseles su aplicación específica, negando la posibilidad de que, con respecto a cierto asunto, exista contradicción irreductible entre los mismos.

IV.- Es por ello que, buscando una reforma armónica e integral entre los preceptos de la Constitución Política Local, evitando así la existencia de contradicciones entre la misma, y buscando que se cumpla con la finalidad de establecer un proceso claro y transparente para la revisión de las cuentas públicas, sin contravenir disposiciones contenidas en nuestra Carta Magna, se propone la reforma del artículo 35 y 89 de la Constitución Política del Estado de Jalisco.


V.-  Que esta Comisión considera procedente la presente iniciativa y tuvo a bien a hacer algunas modificaciones que consistieron:

a).- Al artículo 35, fracción IV, séptimo párrafo de la iniciativa y que establece que la cuenta pública de los poderes Ejecutivo y Judicial y la de los entes públicos estatales y municipales debe ser presentada a más tardar el último día de marzo… hemos considerado pertinente definir la naturaleza de los entes públicos estatales y municipales de manera expresa. En virtud a ello, agregamos a dicho párrafo a los organismos autónomos estatales, los descentralizados y fideicomisos estatales y municipales, a efecto que organismos autónomos como lo es la Comisión Estatal de Derechos Humanos, o el descentralizado de Servicios y Transportes y los múltiples fideicomisos estatales o municipales, sean objeto de auditoria.


b). Además es importante adecuar la fracción XXIV, en parar no quitar las facultades del Congreso en materia de nombramientos.


d). La fracción XXV, inciso d), del artículo 35 de la iniciativa propuesta, al señalar la determinación de daños y promover el fincamiento de otras responsabilidades, consideramos pertinente que la redacción correcta es: promover el fincamiento de las responsabilidades que correspondan. 


Asimismo, en este párrafo de estudio, señala que la Auditoria Superior del Estado determina los daños y, en su caso, los perjuicios que afecten a la hacienda pública. Esta comisión cree pertinente omitir el término de perjuicios, toda vez que las cuentas públicas determinan responsabilidades de carácter administrativo y fiscal, no así responsabilidades civiles.

c). La fracción XXV, inciso d), tercer párrafo del artículo 35 de la iniciativa, señala que para proceder penalmente en contra de dicho titular, se deberá cumplir con el procedimiento establecido en el artículo 100 de esta Constitución. Dicho servidor público estará sujeto igualmente, al procedimiento del juicio político que señala el artículo 97 de esta propia constitución.


Al respecto los integrantes de la comisión de estudio, consideramos omitir este párrafo propuesto y reformar los artículos 97 y 100 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, a efecto de incluir al Auditor Superior del Estado, dentro de la redacción de los citados artículos y que se refieren a la responsabilidad política y la procedencia penal. 


e). Los diputados de la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, creemos adecuado reformar el artículo 33 de la Constitución Política del Estado, a efecto de que las cuentas públicas no puedan ser objeto de observaciones por parte del titular del Poder Ejecutivo, toda vez que la facultad fiscalizadora del Poder Legislativo, no puede ser cuestionada en atención a la división de poderes y los mecanismos de control de esta Soberanía que nos compete. 


f). Por otra parte, la comisión que dictamina la presente, también tuvo a bien conjuntar y resolver la iniciativa que fuera presentada por el ciudadano Diputado Claudio Palacios Rivera, turnada a esta Comisión, el día 27 de marzo del 2001. Iniciativa mediante la cual propone reformar el artículo 33 de la Constitución Política del Estado y que de los puntos sobresalientes de su exposición de motivos son los siguientes:

Por otra parte, el paquete, para llamarlo de alguna manera, de innovaciones democráticas fue llevado a la Constitución Política del Estado de Jalisco, mediante las reformas y adiciones que se promulgaron en abril de 1997 y que comprende tres instituciones, llamadas por la mayor parte de la doctrina política y constitucional, como formas de democracia semi-directa, que son: la iniciativa popular, el referéndum y el plebiscito.

Las exégesis de las reformas de 1997 se pueden “rastrear” en la exposición de motivos de las mismas. En ella se dice, entre otras cosas, que “es indudable hoy en día la necesidad que tienen las democracias, particularmente las democracias latinoamericanas de incrementar los mecanismos de participación ciudadana para resolver con la participación directa del pueblo, algunos de los problemas trascendentales que afectan a las comunidades gobernadas. 
El hombre al formar parte del Estado, integrado en su población, desea garantizar el logro de bienestar y progreso con respecto a su dignidad humana y libertad individual, para esto busca en primer término vivir en sociedad, pero en una sociedad que se encuentre debidamente estructurada, donde los valores mencionados no queden al arbitrio de la voluntad de cualquier autoridad ni siquiera aún de la voluntad de la mayoría adoptada por sus legítimos representantes, electos a través de elecciones auténticas, periódicas por sufragio universal, directa y secreto, particularmente en aquellos casos de, decisiones trascendentales.

En la actualidad el derecho que tienen las personas a tomar parte en la vida pública de la sociedad en la que viven, no debe limitarse solamente a la emisión del sufragio. Por el contrario, su participación debe ser más activa, consciente y permanente”.
Aquí la pregunta es: ¿Por qué de las tres instituciones de democracia semi-directa, sólo al referéndum derogatorio se le excluye del veto del Poder Ejecutivo?

…………. (el) argentino Linares Quintana, que en la interpretación constitucional habrá que tener en cuenta los siguientes principios: Debe prevalecer el contenido finalista de la Constitución, que es garantizar la libertad y dignidad humana; debe ser interpretada con un criterio amplio, liberal y práctico; las palabras de la Constitución deben ser interpretadas en un sentido general y común, debe ser interpretada como un todo, como un conjunto armónico; hay que tener en cuenta las situaciones sociales, económicas y políticas que existen en el momento de realizarse la interpretación; los actos públicos se presumen constitucionales si mediante interpretación pueden ser armonizados con al Ley fundamental; el intérprete de la Constitución debe auxiliarse de la exposición de motivos de la misma o del diario de los debates del Constituyente Originario o Permanente, porque en la Exposición de Motivos o en el Diario de los Debates, no se hallan sólo lo que llamamos motivos, sino la exposición de los principios doctrinarios que  influyen en la elaboración de la norma jurídica, la situación de un país o estado de la Federación y las razones por las que se incluyen determinados preceptos o instituciones.

De acuerdo con lo dicho, hay que recordar que el pueblo participa de dos maneras en las tareas oficiales del Estado democrático representativo, según lo explica en su obra “Instituciones Políticas y Derecho Constitucional”, Maurice Duverger: La acción política difusa, que se lleva a cabo a través de la opinión pública y de los partidos políticos, fundamentalmente; y mediante la acción política concreta, que se realiza por medio de las diferentes formas de sufragio.

El sufragio consiste, en la intervención directa del pueblo, o de un amplio sector de él, en la creación de normas jurídicas, en su aprobación o en la designación de los titulares de los órganos estatales. Bielsa afirma que desde la remota antigüedad romana, el sufragio es el derecho del ciudadano  a expresar pública o secretamente, su voluntad en un asunto o negocio público, para decidir en una elección o en una resolución de interés general. El sufragio se resuelve pues, siempre en una acción política concreta que tiene por finalidad, sea coadyuvar en la creación del orden jurídico del Estado mediante la presentación, por el pueblo, o por un sector de él, de proyectos de ley (INICIATIVA POPULAR), sea aprobar o desaprobar un acto legislativo (REFERENDUM) sea sancionar un acto o una medida del ejecutivo (PLEBISCITO), o sea designar a los titulares de los órganos electivos del Estado (FUNCION ELECTORAL).

En cuanto a la iniciativa popular concretamente, Sánchez Viamonte dice que se llama iniciativa popular a la manifestación de voluntad popular con propósito de legislación por medio de la cual el pueblo, o conjunto de ciudadanos que constituyen en cuerpo electoral, propone al Congreso un proyecto de ley. García Pelayo, por su parte, estima que entre estas tres formas de acción política existe una evidente semejanza, dada por el hecho de constituir las tres, una intervención y consulta del o al cuerpo de electores, es decir, el ser una decisión popular sobre un asunto propio de la función legislativa o ejecutiva del Estado.
Ahora bien, el artículo 33 de la Constitución Política de Jalisco, prevé la posibilidad de que un proyecto de ley pueda ser objeto de observaciones y negada su sanción, para que sean tomadas en consideración y se examine de nuevo el negocio, el que será sancionado y publicado si el Congreso vuelve a aprobarlo por los dos tercios del número total de sus miembros. A estas observaciones históricamente se les conoce con el nombre de “veto” (Constituciones de Cádiz, Apatzingán, de 1824, 1836 y 1857),……., las finalidades del veto han sido: evitar la precipitación en el proceso legislativo; posibilitar al Ejecutivo para que se defienda contra la invasión y la imposición del legislativo; y hacer vigente la experiencia y la responsabilidad del Poder Ejecutivo en el proceso legislativo.

En una sana, sistemática, histórica, política, doctrinaria y analógica interpretación del último párrafo del artículo 33 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, jurídicamente debe comprenderse también a la iniciativa popular. La iniciativa popular, porque participa de la naturaleza del referéndum, toda vez que atañe a la creación, modificación o adición de normas jurídicas en sentido lato, y a la derogación o abrogación de las mismas en sentido estricto. En efecto, toda modificación o adición de normas jurídicas en un Ordenamiento legal entraña la derogación o abrogación según el caso, de las normas que modifican, y la creación de las que se adicionan. 

Es la ciudadanía una parte importante de la iniciativa popular y como consecuencia de ello, la Ley o las adiciones, reformas, derogaciones, abrogaciones o modificaciones que ésta llegase a sufrir una vez sancionada por el órgano Legislativo, serán por su origen y por su naturaleza, actos legislativos jurídicamente distintos a los ordinarios, porque tienen el sustento y la aprobación no sólo del Poder Legislativo sino también, la legitimación de la ciudadanía o de una parte importante de ella.

Así pues, el artículo 33 de la Constitución Política de Jalisco, debe referirse a los principios lógicos y axiológicos que sustentaron a las instituciones políticas, que en épocas relativamente recientes, fueron introducidas a la teoría y normatividad constitucional jalisciense; y no interpretarse aislada o literalmente, excluyendo sólo de facultad del Ejecutivo de hacer observaciones al llamado referéndum derogatorio, sino extenderse legítimamente a la iniciativa popular.


Los integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, creemos acertada la iniciativa del Diputado Claudio Palacios Rivera, en el sentido de que este Poder Legislativo como Soberanía y bajo el principio de división de poderes, es menester garantizar los equilibrios. Es por ello necesario adicionar un octavo párrafo al artículo 33 de la Constitución Local, a efecto de precisar que la Ley Orgánica del Poder Legislativo, sus reformas y adiciones, no podrán ser objeto de veto por el Ejecutivo del Estado, ni necesitarán de su promulgación.

No obstante, estando de acuerdo con el autor de la iniciativa de estudio, esta comisión, hace notar que el citado diputado pretende que todas las iniciativas y decretos no objeto de observaciones por parte del titular del Ejecutivo, no requieran de su promulgación. Al respecto, esta comisión considera que debe ser sólo la Ley Orgánica del Poder Legislativo y sus reglamentos, así como sus reformas y adiciones, las que no necesiten de este requisito.

Asimismo, la comisión suscrita, también ha creído necesario, agregar a la iniciativa original, los mecanismos de publicación de los decretos que puedan contener la Ley Orgánica de este Poder, sus reformas o adiciones. Es así que se faculta a los Secretarios del Congreso del Estado, para que sean ellos quienes remitan directamente al Periódico Oficial del Estado, la minuta de Decreto para su publicación y que dicho plazo para ser publicado sea de 15 días como máximo, como bien lo refiere el párrafo quinto del artículo 33 de la Constitución Política.

Por último, el Diputado Claudio Palacios Rivera, propone que las iniciativas populares que sean presentadas, no sean objeto de veto por parte del Ejecutivo del Estado. Razón ésta que –según el citado diputado-, atiende a principios de doctrina de democracia semi-directa. En este sentido los miembros integrantes de la comisión que suscribe el presente dictamen, consideramos que los principios de doctrina de democracia semi-directa y la hermenéutica, así como la aplicación de casos por analogía; no deben invocarse, sin antes no comprender el origen de las iniciativas y otro sobre la materia sobre la que versan, a saber no son objeto de veto: la materia de el ordenamiento orgánico del Congreso; su facultad en materia de jurado, el de referéndum derogatorio, el voto que emite como Constituyente Permanente y el que se propone en este dictamen: fiscalización o de cuentas públicas.

Con esta propuesta se podría caer en el caos jurídico, a tal grado que una vez propuesta una iniciativa y hecha reforma, al mes siguiente, existiera otra iniciativa de la misma naturaleza en sentido contrario. Este simple ejemplo, nos hace comprender que se trastocaría el principio de seguridad jurídica, la estabilidad de las instituciones y la necesidad de hacer cumplir ordenamientos que aún pudiesen ir en contra del estado de derecho.

En atención a estas observaciones y por los motivos expresados en el cuerpo del dictamen, esta Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, con fundamento en los artículos 32 fracción II, 53, 85, 87, 90, 93, 94 y demás relativos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, presentamos el siguiente: DICTAMEN DE DECRETO MEDIANTE LA CUAL SE REFORMAN LOS ARTICULOS 33, SEPTIMO PARRAFO, 35 FRACCIONES IV, XXIV Y XXV, 89, 97 FRACCION I Y 100 PRIMER PARRAFO, Y SE ADICIONA UN OCTAVO PARRAFO AL ARTICULO 33 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO. 
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